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       Sr. Osmín Vargas Elizondo





         31 de enero, 2006


DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contestar refiérase 

al oficio  No.  1386
31 de enero, 2006

DI-AA-0253

Señor

Osmín Vargas Elizondo

Presidente

Refinadora Costarricense de Metales Preciosos S.A.

Tibás, 200 metros oeste de la Municipalidad de Tibás

Estimado señor:

Asunto:  Se presenta consulta respecto a la ejecución contractual de la Licitación Pública 59-2000 “Servicios de albergue para pacientes”, promovida por el Instituto Nacional de Seguros.
No sin antes solicitar disculpas por la atención de la presente gestión, se da respuesta a su nota s/n, presentada ante esta Contraloría General el día 10 de agosto del 2004, cuyo acuse de recibo se dio por medio del Oficio N. 09552  (DI-AA-1884), mediante la cual presenta consulta en relación con la ejecución contractual – que según indica usted -  se ha estado dando respecto a la Licitación 59-2000, promovida por el Instituto Nacional de Seguros.  

Se expone en su misiva, hechos varios suscitados durante la ejecución de la relación contractual derivada de la Licitación citada, cuestionándose por su parte, la actuación tanto por parte del INS como de la persona que resultó adjudicada en dicho proceso, sea el Sr. Eduardo Glenn Calvo. 

Con el fin de dar respuesta a los cuestionamientos planteados, conviene considerar los siguientes aspectos:

I. Sobre el contenido de la consulta planteada

El Sr. Vargas Elizondo, afirma en su nota lo siguiente:

“En dicho concurso licitatorio, el oferente adjudicado, presentó en su Oferta Original, que los servicios dichos serían prestados en las Instalaciones de un Edificio en Tibás propiedad de mi representada debidamente arrendado por el adjudicatario, el cumplía con todas las especificaciones solicitadas por el Cartel, siendo que por escrito hubo un compromiso de que las condiciones que no cumpliera el inmueble, serían adaptadas para tal fin, así como que se ofreció tal inmueble de manera exclusiva y por todo el plazo del contrato por parte del adjudicatario.-

Siendo así las cosas, el adjudicatario aproximadamente 24 meses luego de iniciado el contrato, solicita al INS el visto bueno para poder hacer el traslado del inmueble en el que se presta el servicio (recuérdese que el inmueble inicialmente ofrecido fue por todo el plazo del contrato), a lo cual, la comisión interdisciplinaria del INS acepta con la única condición de que el inmueble contara con la Habilitación del Ministerio de Salud.-

En razón de lo anterior, mi representada en su condición de arrendataria del inmueble citado, solicitó al INS que se cumpliera con la prevención hecha por la comisión interdisciplinaria de contar con la habilitación y que además se cumpliera con la autorización del ente contralor lo relacionado al cambio del edificio, que consideramos que fue un cambio en el objeto, puesto que el objeto de la contratación fue la prestación de servicios de albergue en un edificio que cumpliera con las especificaciones requeridas y que tal edificio someterse para tal contratación por todo el plazo y de manera exclusiva, por lo que consideramos que tal como el concurso principal fue objeto de refrendo en el que parte del análisis fue que la edificación era la idónea, es que solicitamos que dicho traslado hubiese sido aprobado por la Unidad de Refrendos de la Contraloría General”.

Posteriormente señala que “el INS aprobó el traslado del inmueble, inobservando lo dispuesto por su propia Comisión de que las nuevas edificaciones cumpliesen con la Habilitación del Ministerio de Salud”, puesto que el adjudicatario obtuvo un “permiso para hospedaje y alimentación de personas” y no uno “para albergue de pacientes”, por lo que el permiso de salud correspondiente  se obtuvo “sometiendo a engaño  al Ministerio de Salud”.
Finalmente, culmina su nota solicitando el criterio de este Órgano Contralor a efectos de que se determine “si las actuaciones del INS fueron conforme a derecho, o bien fueron contrarias a derecho y motivadas en el engaño al que fue expuesta la Institución por parte del contratista”. 

II. Sobre la potestad consultiva que ha sido delegada  a esta Contraloría General

De conformidad con el artículo 29 de la Ley Orgánica de este Ente Fiscalizador, éste podrá evacuar las consultas que le dirijan los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de su Ley, las cuales “deberán ajustarse a las normas que, reglamentariamente, se establezcan para prever el buen uso de esta facultad”.

Con sustento en lo anterior, se emitió la Circular N. CO-059,  sobre la atención de consultas que le fueran dirigidas a la Contraloría General, de fecha 26 de mayo del año 2000, de cuyo contenido se desprende que este Ente Contralor no entrará a conocer, vía consulta, de situaciones o casos concretos, lo cual se apartaría de la naturaleza misma de la potestad consultiva, que deviene en una guía orientadora, con sustento en los principios que rigen la actuación de este Órgano.

Así las cosas, considerando esta Unidad que lo planteado por su persona es una consulta, nos referiremos en relación con los hechos que usted expone de una forma general, conforme a las competencias delegadas a esta Unidad.

Aclarado lo anterior, resulta meritorio realizar las siguientes observaciones generales:

1) Los contratos de arrendamientos suscritos entre particulares, no son objeto de refrendo, en tanto no existe una erogación de recursos públicos por la prestación del servicio. Por lo anterior, queda su contenido sujeto a las normas dictadas en este sentido por el Derecho Privado.

2) Tratándose de contratos de servicios o suministros, en los cuales la Administración Pública es parte contratante, tendrá esta última el deber de velar para que el Contratista cumpla de previo y durante la ejecución del contrato, con los requisitos de ley necesarios, tales como pólizas, permisos, entre otros. Lo anterior, sin perjuicio del ejercicio de las potestades de fiscalización que le han sido encomendadas a esta Contraloría General.

3) Respecto a aquellos contratos que han sido sometidos al trámite de refrendo contralor, deberá cualquier modificación que se realice a uno de sus elementos esenciales (Ejemplo: plazo, objeto, sujetos, etc), ser conocida - mediante addendum - por esta Contraloría General, para su debida aprobación.

Finalmente y con el ánimo de colaborar, se le informa que según consta en los archivos de esta Contraloría General, el contrato que se firmó derivado de la Licitación 59-2000 “Servicios de albergue para pacientes”, fue suscrito entre el INS (Contratante) y el Señor Eduardo Glenn Calvo (Contratista), el cual fue refrendado por este  Órgano a través del Oficio N. 13910 (DI-AA-3486) de fecha 28 de noviembre del 2000. 

Con vista a la copia del Contrato que permanece en los archivos, se tiene que el Objeto de esta contratación se definió en la Cláusula Primera, indicándose que “ El INS contrata con el señor Eduardo Glenn Calvo los “servicios de albergue para pacientes del INS”para dotar al I.N.S. de Servicios de albergue y alimentación para pacientes amparados por los regímenes y seguros que administra el Instituto que por tener su domicilio fuera del Área Metropolitana requieren permanecer en San José para recibir atención de salud”.

Se describen en esa misma Cláusula otras obligaciones del Contratista, entre las cuales se destacan el cambio diario de ropa de cama, el suministro de artículos uso personal,  el tener como mínimo determinado personal de trabajo, el brindar servicio de transporte a determinados horarios y lugares, disponer de lavandería, cumplir los servicios y la alimentación con las especificaciones de calidad señaladas en el Cartel, así como realizar las readecuaciones pertinentes que ordenare el Instituto.

De forma tal que, en dicha cláusula no se estableció expresamente que dicho servicio debía necesariamente brindarse en las instalaciones de un Edificio determinado.

Atentamente,

Lic. Manuel Corrales Umaña, MBA.

Jefe de Unidad
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